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Resumen: Este trabajo tiene por objeto demostrar la existencia de la obliga-
ción y del derecho a la protección contra el desplazamiento forzado por factores 
medioambientales, a partir del derecho al medio ambiente sano, en el marco del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Para tal fin, la hermenéutica ju-
rídica contribuye, en primer lugar, a definir el concepto de desplazamiento por 
factores medioambientales y sus categorías. En segundo lugar, desde la caracteri-
zación del derecho al medio ambiente sano como un Derecho Económico, Social, 
Cultural y Ambiental se relata el debate jurisprudencial y doctrinal de la exigi-
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bilidad de esta última categoría, haciendo énfasis en el método de derivación de 
derechos del artículo 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
Luego, se sugiere recurrir al artículo 25.1 de la Convención a fin de complementar 
el método de derivación de derechos del artículo 26 convencional con base en la 
derivación de derechos a partir del marco legal de los Estados parte. Finalmente, se 
analizan las obligaciones internacionales, para verificar la viabilidad de la exigen-
cia de protección contra el desplazamiento por factores medioambientales.

Palabras clave: Derechos Humanos, Derechos Económicos Sociales Culturales y 
Ambientales, Derechos al Medio Ambiente Sano, Desplazamiento por Factores 
Medioambientales, Sistema Interamericano de Derechos Humanos.

Abstract: This text seeks to demonstrate the existence of the obligation and the 
right to protection against forced displacement due to environmental factors, based 
on the right to a healthy environment within the framework of the Inter-American 
Human Rights System. To comply with this obligation, resort to legal hermeneu-
tics to, firstly, define the concept of displacement due to environmental factors 
and its categories. Secondly, we start from the characterization of the right to a 
healthy environment as an Economic, Social, Cultural and Environmental Law 
and we relate the jurisprudential and doctrinal debate regarding the enforceability 
of this last category, emphasizing the method of derivation of rights of Article 26 
of the American Convention on Human Rights. Subsequently, it is recommended 
to resort to article 25.1 of the Convention in order to complement the method of 
derivation of rights of the conventional article 26 based on the derivation of rights 
from the legal framework of the States party. Finally, analyze the international obli-
gations derived from the right to a healthy environment, to verify the enforceabil-
ity of protection against displacement due to environmental factors.

Keywords: Human Rights, Economic, Social, Cultural and Environmental Rights, 
Rights to a Healthy Environment, Displacement due to Environmental Factors, 
Inter-American System of Human Rights.

1. Introducción 

La protección del medio ambiente y su relación con la supervivencia en condicio-
nes dignas es un asunto central en la agenda internacional; sobre este tópico hay 
diferentes pronunciamientos de organismos, verbigracia, la Corte Internacional 
de Justicia (CIJ), que reconoció que “el medio ambiente no es un concepto abs-
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tracto, sino que representa el espacio viviente, la calidad de vida y la salud misma 
de los seres humanos, en particular, de las generaciones venideras”3. En este sen-
tido, la Organización de Estados Americanos (OEA) destacó que el cambio cli-
mático es una preocupación de toda la humanidad que incide negativamente en 
el goce pleno de los derechos humanos4. En consonancia con ello, el ACNUR dio 
un anuncio alarmante en el que precisó que para finales de 2018 “70,8 millones de 
personas se vieron desplazadas debido a la persecución, los conflictos, la violencia 
o las violaciones a los derechos humanos”5, a cuyas causas deberían sumarse las de 
los desplazamientos ocasionados por factores medioambientales. 

 En los últimos años, la categoría jurídica de desplazado por factores medioam-
bientales, ha tomado importancia debido a que es un fenómeno creciente; pero 
no siempre el sistema jurídico de los países latinoamericanos, se encuentra sufi-
cientemente desarrollado para atender las necesidades básicas de protección de 
los derechos humanos de esta población, por lo cual surge la necesidad de revisar 
la protección de estos derechos desde el Sistema Interamericano de Derechos Hu-
manos (SIDH) como una hipótesis de protección efectiva. 

 Para ello, desde el (SIDH), conformado por instituciones como la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos (Corte IDH) y la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos (CIDH), se puede construir una dogmática organizada y 
coherente que interprete sus decisiones y cambios jurisprudenciales, para poder 
determinar los nuevos elementos que componen el régimen de protección inter-
nacional con ocasión de acciones u omisiones ilícitas e impunes cometidas bajo 
la jurisdicción de los Estados parte en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (CADH).

 Dado que la función de la CIDH es promover y proteger los derechos huma-
nos, cabe resaltar que, la de la Corte IDH es aplicar e interpretar la CADH a fin 
de constatar el cumplimiento de las obligaciones impuestas a los Estados parte. 

 En este sentido, es menester recalcar que una de estas obligaciones estatales es 
la de proteger, preservar y mejorar el medio ambiente para garantizar el derecho a 
vivir en un ambiente sano a todas las personas sujetas a su jurisdicción, contenido 
en el artículo 11 del Protocolo de San Salvador (PSS). 

3 CIJ (1996), p. 18
4 OEA (2008), p. 3.
5 ACNUR (2019a), p. 3
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 Por esta razón, urgen propuestas que demuestren la viabilidad de condenas es-
pecíficas en perjuicio de los Estados parte en la CADH que vulneren los derechos 
de las víctimas de desplazamiento por factores medioambientales, toda vez que 
son portadores de una doble categoría de derechos: los civiles y políticos y los eco-
nómicos, sociales, culturales y medioambientales y en ese sentido deben alcanzar 
un mayor reconocimiento del derecho a la protección contra el desplazamiento por 
factores medioambientales.

 Lo anterior sería imposible si el SIDH no dimensiona, en primera instancia, al 
derecho a un medio ambiente sano y otros Derechos Económicos, Sociales, Cultu-
rales y Ambientales (DESCA) como derechos autónomos y exigibles en el plano 
jurisdiccional del SIDH y es allí donde se encuentra el fuerte debate jurispruden-
cial de la Corte IDH. 

 En este debate tiene injerencia la posición política de los Estados parte de 
la Convención, bajo el argumento de la falta de recursos económicos para ga-
rantizar la efectiva realización de los derechos económicos, sociales, culturales 
y medioambientales, y particularmente, en el plano del SIDH, por la compleja 
redacción del artículo 26 de la CADH y la limitación a la competencia material de 
la Corte IDH contenida en el artículo 19.6 del (PSS) y, que permite pronunciarse 
únicamente sobre los DESCA de los Derechos Sindicales y del Derecho a la Edu-
cación contenidos respectivamente en los artículos 8 y 13 del mismo tratado.

 Sin embargo, desde la OC – 23 / 20176 relativa al medio ambiente y derechos 
humanos y desde el cambio jurisprudencial adoptado con el caso Lagos del Campo 
Vs. Perú7, la Corte IDH abrió el sendero hacia la exigibilidad directa del derecho 
al medio ambiente sano y la de otros DESCA. Por ello, el propósito de este artí-
culo es sintetizar y participar en este debate jurídico, a fin de demostrar que tanto 
el derecho a la protección contra el desplazamiento por causas medioambientales, 
derivado del derecho al medio ambiente sano, y otros DESCA son plenamente 
exigibles en el plano jurisdiccional del SIDH. De modo que, una vez demostrada 
la viabilidad de esta exigencia, se caracterizan las obligaciones generales y espe-
cíficas aplicables a los Estados parte en la CADH en relación con el derecho a 
la protección contra el desplazamiento por causas medioambientales y se plantean 
algunas hipótesis para su justiciabilidad. 

6 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23-17, de 15 de noviembre de 2017. P. 22.
7 Corte IDH, Rol N° 152/10, de 31 de agosto de 2017.
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2. Desplazamiento Forzado por Causas Medioambientales

Para la Organización Mundial para la Migración8, la migración es el “movimiento 
de población hacia el territorio de otro Estado o dentro del mismo que abarca 
todo movimiento de personas sea cual fuere su tamaño, su composición o sus 
causas; incluye migración de refugiados, personas desplazadas, personas desa-
rraigadas, migrantes económicos”. De esta definición se desprende que la migra-
ción hace referencia simplemente al fenómeno físico de la movilización de una 
población, aunque, es difícil distinguir las diferentes causas de desplazamiento o 
migración, porque a menudo se producen como resultado de una combinación 
de diferentes factores. Puede haber factores políticos, económicos y demográficos 
involucrados, como desastres naturales, accidentes industriales y guerras9; lo cual 
debe activar el aparato estatal de protección de los derechos de las víctimas de este 
fenómeno. 

 La migración no es simplemente una medida de adaptación al cambio climá-
tico, si esta no se acompaña de acciones expresas de las autoridades dirigidas al 
restablecimiento de los derechos de la población, con unos estándares mínimos 
de protección10.

 Autores como McCue11 sostienen que para el derecho internacional, los mi-
grantes forzados por el medioambiente no son refugiados, pues no pertenecen 
a grupos de personas perseguidas por motivos de raza, religión, nacionalidad o 
posición política, situación que los deja desprotegidos legalmente si las causas de 
su migración no se ajustan a las definiciones tradicionales de refugiados. 

 Sin embargo, Keane12, de acuerdo con la definición planteada por El Hinnawi, 
fija claramente la definición de refugiados ambientales como “Aquellas personas 
que se han visto obligadas a abandonar el hábitat tradicional, temporal o perma-
nente debido a una marcada alteración ambiental (natural y/o desencadenada por 
personas) que pone en peligro su existencia y/o afecta gravemente su calidad de 
vida”13.

8 OIM (2006), p. 137.
9 Keane (2004), p. 211.
10 Castro-Buitrago y Vélez-Echeverry (2018), p. 4.
11 McCue (1993), p. 153.
12 Keane (2004), p. 210.
13 Traducción propia.
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 Estas personas que se desplazan por no poder adecuar su estilo de vida a las 
variaciones del cambio climático verbigracia no pueden cultivar y consumir el 
mismo tipo de alimentos, en realidad son desplazados medioambientales y dada 
su condición de vulnerabilidad, requieren asistencia del Gobierno para restable-
cer los derechos afectados por estas circunstancias. 

 Este concepto es ampliado en la Convención de la Organización de la Unidad 
Africana y en la Declaración de Cartagena para incluir a las personas que “huyen 
a causa de los acontecimientos que perturban gravemente el orden público, como 
los conflictos armados o los disturbios”14. Sin embargo, hace tiempo se habla de la 
categoría de refugiado ambiental, para referirse a quien cruza líneas fronterizas a 
causa del desplazamiento forzado por factores medioambientales. 

 El concepto de desplazamiento por causas medioambientales, también llamado 
por autores como Egea Jiménez, Suescún15 y Romer16 como refugio climático o am-
biental, es difuso y no se encuentra claramente consagrado en las disposiciones de 
derecho internacional, razón por la que no existen cifras exactas sobre el número 
de personas que abandonan sus hogares anualmente por factores medioambien-
tales17 ni proyectos asistenciales para aquellos. 

 En este sentido, el ACNUR18 expresó que, el año 2008 supuso un punto de 
inflexión en materia migratoria, pues para esa fecha, más de la mitad de la pobla-
ción mundial ya había migrado del campo a la ciudad por causas como la falta de 
oportunidades, los fenómenos ambientales y los efectos del cambio climático. 

 Por un lado, el ACNUR expresa que no respalda el término de refugiado cli-
mático, pues es más preciso referirse a “personas desplazadas en el contexto de 
desastres y cambio climático”19. Por otro lado, la doctrina considera a la migración 
climática como consecuencia de la imposibilidad de habitar ciertos territorios de-
bido a las condiciones ambientales inadecuadas para el desarrollo de la vida que, 
también puede asumirse como un medio de adaptación20.

 No obstante, para nosotros es importante tener en cuenta que, los conceptos 
de reasentamiento, migración y desplazamiento son diferentes y que no es dable 

14 ACNUR (2019ª), p. 2.
15 Egea y Suescún (2011), p. 203.
16 Romer (2006), p. 61.
17 ACNUR (2019b), p. 2.
18 ACNUR (2016), p. 1.
19 ACNUR (2019b), p. 1.
20 Castro-Buitrago y Vélez-Echeverry (2018), p. 3.
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equipararlos al de adaptación al cambio climático. Lo anterior, porque los proce-
sos de reasentamiento y migración obedecen a programas de políticas migratorias, 
mientras que el desplazamiento y la adaptación al cambio climático no, debido a 
que estos ocurren generalmente de forma espontánea y no deseada.

 La Organización Internacional de las Migraciones21 engloba el concepto des-
plazado ambiental en el de migrante, término que se refiere, generalmente, a per-
sonas o comunidades que cambian su lugar de habitación por razones volunta-
rias, ignorando el hecho de que existen quienes se ven obligados a desplazarse por 
no encontrar soluciones al impacto del cambio climático. Por ello, para efectos 
del presente trabajo, diferenciaremos las categorías de desplazado por factores 
medioambientales de la siguiente manera: (i) refugiado por factores medioam-
bientales: Quien se desplaza entre líneas fronterizas por razones medioambienta-
les; (ii) migrante por factores medioambientales: Quien decide voluntariamente 
cambiar su lugar de residencia y producción de alimentos, inducido por factores 
medioambientales; (iii) desplazado por factores medioambientales: Quién se ve 
obligado a abandonar su lugar de residencia y producción de alimentos, debido 
a factores medioambientales y; (iv) reasentado por factores medioambientales: 
Quienes encuentran un lugar de residencia y producción de alimentos diferente a 
su lugar de origen, con o sin ayuda y acompañamiento del Estado. 

Todo esto es lo que justifica la inclusión del desplazamiento por factores 
medioambientales en la agenda académica e internacional, pues se observa una 
tendencia creciente y con resultados nefastos tanto para las poblaciones que emi-
gran o acogen desplazados climáticos, ya que se especula que “el número de per-
sonas que se verán obligadas a desplazarse por el cambio climático y la degradación 
del medio ambiente para el año 2050 van de 25 millones a mil millones” de acuerdo 
con el Grupo informal sobre Migración, Desplazamiento y Cambio Climático”22.

Aunque los Estados han adelantado esfuerzos orientados a combatir el cambio 
climático desde la perspectiva del asistencialismo, el creciente número de pobla-
ciones migrantes demuestra su insuficiencia y la necesidad de trabajar con pro-
yectos que representen soluciones perdurables a través de políticas públicas y de 
procedimientos administrativos claros y concretos que atiendan la creciente crisis 
humanitaria. Pese a que el cambio en el corpus iuris internacional de los derechos 
de los migrantes reside exclusivamente en la voluntad política de los Estados que 

21 OIM (2006), p. 41.
22 Grupo Informal del AISC (2008), p. 1.
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deseen ratificar nuevos tratados en la materia, una herramienta jurídica viable es 
responsabilizar internacionalmente a los Estados que vulneren la obligación de 
proteger a las poblaciones desplazadas forzosamente por causas medioambien-
tales, con ocasión de la vulneración del derecho a un medio ambiente sano, ya 
que es posible que los gobiernos nacionales no puedan o no estén dispuestos a 
abordar el problema de la migración como un aspecto de la crisis ambiental23, in-
clusive, autores como Gregory White24, muestran como Estados Unidos, la Orga-
nización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN) y la Unión Europea han llegado 
a ver la migración inducida por el clima principalmente como una amenaza para 
la seguridad. 

Para esto, es necesario analizar si los DESCA, como el derecho a un medio am-
biente sano, son exigibles en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, 
ya que, a partir de este derecho, es dable desprender la obligación y el derecho a 
la protección contra el desplazamiento por causas medioambientales. Esto nos 
obliga a revisar el debate jurisprudencial y doctrinal interamericano en torno a la 
exigibilidad de esta categoría de derechos como única ruta posible hacia la cons-
trucción y reconocimiento del derecho a la protección contra el desplazamiento 
forzado por factores medioambientales.

3. El debate en torno a la exigibilidad directa de los derechos 
económicos, sociales, culturales y medioambientales en el marco del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH)

En este punto, analizaremos el debate jurisprudencial que ha surtido la Corte 
IDH, en torno a la exigibilidad de los derechos sociales, culturales y medioam-
bientales. En primer lugar analizaremos el alcance del artículo 26 de la CADH 
que explica obligaciones de comportamiento de los estados, más no obligaciones 
en cuanto a derechos concretos. Al no encontrar en esta norma de forma explícita 
los derechos a los que se refiere, acudiremos a la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA), por expresa remisión del artículo 26 en comento y 
utilizaremos el método de derivación de derechos para establecer la obligación de 
la protección de los DESCA contenidos en la Carta de la OEA y en la Declaración 
Americana.

23 McCue (1993), p. 156.
24 White (2011).
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Finalmente, para establecer la justiciabilidad de los derechos que no aparecen 
expresamente en estos instrumentos, utilizaremos en primer lugar el artículo 25.1 
de la CADH sobre el acceso a tribunales competentes cuando haya transgresión 
de derechos constitucionales, legales o convencionales y por otro lado, acudire-
mos a herramientas hermenéuticas como la interpretación sistemática y la inter-
pretación teleológica y evolutiva expresadas por la misma Corte IDH para con-
cluir que el derecho al medio ambiente sano y otros DESCA podrán ser exigidos 
en el plano jurisdiccional del SIDH si se encuentran consagrados en cualquier 
disposición normativa de rango legal o constitucional de un Estado parte en la 
CADH y el PSS, pues el artículo 25.1 Convencional, así lo permite a sus usuarios.

 Para abordar el tema sobre la responsabilidad internacional de los Estados 
parte en la CADH por el desplazamiento por factores medioambientales, es ne-
cesario revisar, en primer lugar, el derecho al medio ambiente sano, teniendo en 
cuenta su categorización como DESCA, ya que, a partir de este derecho, se de-
riva la obligación y derecho a la protección contra el desplazamiento por causas 
medioambientales. 

 En principio, la exigibilidad de este grupo de derechos había sido limitada, 
principalmente, por la redacción oscura del artículo 26 de la CADH, debido a que 
este artículo no determina de forma explícita los derechos a los que se refiere y, 
por otro lado, realiza una remisión normativa a la Carta de la OEA, instrumento 
que deberá ser interpretado a la luz de la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre (Declaración Americana). Por ello, se transcribe y resalta 
el artículo de la CADH que genera el conflicto hermenéutico:

Artículo 26. Desarrollo Progresivo: Los Estados Partes se comprometen a adoptar 
providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, es-
pecialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad 
de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, 
ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados America-
nos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos dispo-
nibles, por vía legislativa u otros medios apropiados (subrayado propio)25.

25 Corte IDH (1989), p. 14.
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 Rosi y Abramovich26, y Courtis27 han analizado y propuesto algunas solucio-
nes para lograr la plena identificación de los derechos a los que se refiere el artí-
culo 26 de la CADH. Por ejemplo, Rosi y Abramovich, sugieren acudir a la Carta 
de la OEA para deducir los derechos que quedarán sujetos al manto obligacional 
del artículo 26 de la CADH. 

 Estos autores también afirman que, pese al largo camino que debe recorrerse 
para arribar a la determinación de los derechos protegidos por este artículo con-
vencional, resulta indudable que la CADH denota la voluntad de los Estados de 
reconocer obligaciones legalmente vinculantes con relación a los DESCA. En este 
sentido, Courtis sugiere otra solución que consta de tres pasos: el primero, consis-
te en identificar las normas económicas, sociales, educativas, culturales y cientí-
ficas contenidas en la Carta de la OEA; el segundo, consiste en determinar cuáles 
son los derechos que se derivan y, el tercero, consiste en vincular los primeros dos 
pasos y traducir los principios u objetivos de política pública de los Estados Ame-
ricanos en derechos subjetivos28.

 Tras casi una década de debate jurisprudencial en torno a la justiciabilidad di-
recta de los DESCA que, comenzó con el caso Acevedo Buendía y Otros Vs. Perú29 
y se desarrolló en casos icónicos como Furlan y Familiares Vs. Argentina30, Suarez 
Peralta Vs. Ecuador Vs. Ecuador31, Canales Huapaya y Otros Vs. Perú32, Gonzáles 
Lluy y Otros Vs. Ecuador33, inter alia, este método conocido como derivación de 
derechos, fue acogido, finalmente, por la Corte IDH a partir del caso Lagos del 
Campo Vs. Perú34. 

3.1. Argumentos de la Corte IDH en contra del reconocimiento de los 
DESCA como autónomos:

Se suscitaron muchas controversias al interior de la Corte IDH, donde jueces 
como Pérez, Vio y Sierra Porto expresaron, reiteradamente y, a través de votos 

26 Rosi y Abramovich (2004), p. 49. 
27 Courtis (2014), p. 670.
28 Courtis (2014), pp. 667-671. 
29 Corte IDH, serie C n° 198,1 de julio de 2009.
30 Corte IDH, serie C n° 246, 31 de agosto de 2012.
31 Corte IDH, serie C n° 261, 21 de mayo de 2013.
32 Corte IDH, serie C n° 296, 24 de junio de 2015.
33 Corte IDH, serie C n° 298, 1 de septiembre de 2015.
34 Corte IDH, serie C n° 340, 31 de agosto de 2017. 
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individuales recurrentes o disidentes, su disentimiento en relación con la exigibi-
lidad directa de los DESCA. Aunque la postura disidente de los jueces Vio Grossi 
y Sierra Porto persistió hasta uno de los últimos casos en la materia, esto es, el 
caso Muelles Flores Vs. Perú35, por lo que vale la pena sintetizar sus principales 
argumentos para optar por la tendencia tradicional del no reconocimiento autó-
nomo de los DESCA:

a)	El artículo 26 estipula obligaciones de comportamiento mas no derechos 
(Vio, 2017).

b)	Del artículo 26 CADH no se puede deducir ni el reconocimiento específico 
de los DESCA ni su inclusión en el régimen de protección establecido por 
la CADH, debido a que el reconocimiento o inclusión de otros derechos 
en el régimen de protección está a cargo de los Estados parte que, podrían 
realizarlo a través de enmiendas a la CADH o la suscripción de nuevos 
protocolos de conformidad con el artículo 31 CADH36.

c)	Las alusiones a diferentes DESCA en sentencias de la Corte IDH no signi-
fican que se estuviese asumiendo competencia en relación con un derecho 
específico o con los DESCA, por cuanto la competencia material y conten-
ciosa de la Corte IDH está fijada exclusivamente en el artículo 62 CADH y 
en el artículo 19.6 PSS37.

d)	“El Protocolo de San Salvador creó un ámbito de protección para los DESC, 
pero concluyó que la Corte sólo conocería de manera directa de los derechos 
consagrados en el artículo 8.a y 13 del Protocolo”38.

e)	“No se ha demostrado que la utilización de la conexidad o del concepto de 
“vida digna” como mecanismos de protección indirecta de los DESC no sea 
efectivo para la protección y garantía de los derechos de las víctimas, o que no 
sea una opción garantista”39.

f)	“La legitimidad de los Tribunales está dada por la voluntad de los Estados que 
decidieron crearlos, así como por sus sentencias, la motivación que presenten 
en ellas y su apego al Derecho. Si la Corte se extralimita de las funciones que 
le son dadas por la Convención y demás tratados del sistema interamericano, 

35 Corte IDH, serie C n° 375, 6 de marzo de 2019.
36 Pérez (2015ª).
37 Pérez (2013); Vio (2017).
38 Sierra (2015), p. 10.
39 Sierra (2015), p. 10.
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estaría minando la legitimidad y confianza que los Estados depositaron en 
ella”40.

 En síntesis, Sierra disiente de la exigibilidad directa de los DESCA, principal-
mente, por la presunta extralimitación en la competencia material de la Corte 
IDH, en tanto aquella incide negativamente en la legitimación que los Estados 
Parte en la CADH puedan dar al Tribunal Interamericano. Nuevamente, Sierra 
(2017a) destacó por su postura contraria a la justiciabilidad directa de los DESCA 
en el caso Lagos del Campo Vs. Perú41 por razones como:

a)	“La ausencia de una motivación suficiente para justificar el cambio jurispru-
dencial de la Corte IDH: por cuanto atenta contra la seguridad jurídica y el 
principio de igualdad”42. 

b)	“La utilización de un único método interpretativo para arribar a la decisión: 
Debido a que puede conllevar a una interpretación arbitraria y que incida en 
la legitimidad que los Estados den a la Corte IDH”43.

c)	“La confusión entre la existencia de un derecho y la competencia de la Cor-
te IDH para conocer de aquél: Dado que la existencia de un derecho en un 
amplio corpus juris de derechos humanos no implica que la Corte IDH tenga 
competencia para conocer de aquél”44.

 Estas ideas fueron reiteradas por Sierra en el caso Trabajadores Cesados de 
Petroperú Vs. Perú, en los siguientes términos:

 “El abuso del principio pro personae y de la interpretación evolutiva –que no toma 
debida consideración de los aspectos normativos del derecho internacional que determi-
nan el alcance de las cláusulas de la Convención– puede afectar no sólo la legitimidad 
de las sentencias en los casos concretos, sino también su implementación en el futuro 
como criterios hermenéuticos relevantes en la resolución de controversias en el ámbito 
nacional”45.

 En el mismo sentido, Sierra ratificó su posición en el caso Poblete Vilches y 
Otros Vs. Chile al siguiente tenor:

40 Sierra (2015), p. 10.
41 Corte IDH, Rol N° 152/10, de 31 de agosto de 2017.
42 Escarria (2019), pp. 19-20.
43 Escarria (2019), p. 20.
44 Escarria (2019), p. 20.
45 Sierra (2017b), p. 10.
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“[…] Reitero que la justiciabilidad de los DESCA, a través de una aplicación directa 
del artículo 26 de la Convención, presenta al menos dos grandes falencias: la primera, 
que el mencionado artículo 26 no contiene propiamente un catálogo de derechos, sino 
que remite a la Carta de la Organización de Estados Americanos (en adelante, “la Car-
ta de la OEA”), y que, a su vez, la Carta de la OEA tampoco contiene un catálogo de 
derechos claros y precisos que permita derivar de ellos obligaciones exigibles a los Esta-
dos por vía del sistema de peticiones individuales, y en todo caso reconoce derechos de 
naturaleza prestacional. La segunda, que el argumento utilizado en la Sentencia para 
justificar la competencia de la Corte ignora que los Estados acordaron, en el Protocolo de 
San Salvador, que la competencia de la Corte para conocer sobre violaciones a los DESC, 
a través del sistema de peticiones individuales, queda restringido a algunos aspectos del 
derecho a la libertad sindical y el derecho a la educación […]”46.

3.2. Argumentos de la Corte IDH a favor del reconocimiento de los 
DESCA como autónomos. Nueva postura

No obstante, pese a todos los argumentos en contra de la exigibilidad directa de 
los DESCA, la Corte IDH optó por condenar por primera vez a un Estado parte 
en la CADH por la vulneración de un DESCA en el caso Lagos del Campo Vs. 
Perú47. En aquella ocasión, la Corte estimó que el Estado peruano era respon-
sable internacionalmente por la vulneración del derecho a la estabilidad laboral, 
derivado del derecho al trabajo y, del derecho al acceso a la justicia en relación 
con las obligaciones de respeto y garantía contenidas en el artículo 1 de la CADH. 

 Esta línea jurisprudencial fue reafirmada en casos como Trabajadores cesados 
de Petroperú Vs. Perú, Poblete Vilches y otros Vs. Chile, Cuscul Pivaral y otros Vs. 
Guatemala y, Muelles Flores Vs. Perú48, todos, teniendo como fundamento argu-
mentativo el método de derivación de derechos. En suma, la Corte IDH reiteró en 
su último caso en materia DESCA lo siguiente:

“Así, resulta claro interpretar que la Convención Americana incorporó en su catá-
logo de derechos protegidos los denominados derechos económicos, sociales, cultu-
rales y ambientales (DESCA), a través de una derivación de las normas reconocidas 
en la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA), así como de las 
normas de interpretación dispuestas en el propio artículo 29 de la Convención; par-

46 Sierra (2018), p. 2.
47 Corte IDH, serie C n° 340, 31 de agosto de 2017.
48 Corte IDH, serie C n° 349, 8 de marzo de 2018; Corte IDH, serie C n° 359, 23 de agosto de 2018; Corte 

IDH, serie C n° 375,6 de marzo de 2019. 
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ticularmente, que impide limitar o excluir el goce de los derechos establecidos en la 
Declaración Americana e inclusive los reconocidos en materia interna. Asimismo, de 
conformidad con una interpretación sistemática, teleológica y evolutiva, la Corte ha 
recurrido al corpus iuris internacional y nacional en la materia para dar contenido 
específico al alcance de los derechos tutelados por la Convención, a fin de derivar el 
alcance de las obligaciones específicas de cada derecho”49.

 De este modo, es dable concluir que, con base en una interpretación sistemá-
tica, teleológica y evolutiva del artículo 26 CADH, podemos derivar derechos de 
este artículo solo si en la remisión normativa a la Carta de la OEA constatamos 
la consagración de objetivos o políticas públicas relativas a cualquier DESCA. Es 
decir, basta con que se nomine un objetivo en la Carta de la OEA para que, en tér-
minos de Courtis50, aquél sea traducido en un derecho subjetivo y pueda ser exigi-
do judicialmente ante el SIDH con base en el método de derivación de derechos. 

 Sin embargo, ¿qué sucede con los DESCA que no se encuentran contemplados 
expresamente ni en la Carta de la OEA ni en la Declaración Americana? ¿Podrían 
ser exigidos jurisdiccionalmente? En este orden, evidenciamos en el camino ha-
cia la exigibilidad directa de los DESCA un inconveniente adicional al problema 
hermenéutico del artículo 26 CADH y al de la limitación a la competencia mate-
rial de la Corte IDH contenida en el artículo 19.6 del PSS: La laguna jurídica del 
método de derivación de derechos. 

3.3. Herramientas hermenéuticas para la interpretación del problema 
jurídico:

 Dado que la interpretación literal se torna insuficiente para resolver un problema 
hermenéutico de esta dimensión, es necesario recurrir a diversas herramientas 
hermenéuticas a fin de suplir las dolencias de redacción de estos tratados.

3.3.1. Interpretación sistemática. Este método enseña que las normas deben 
ser interpretadas en función del sistema jurídico al cual pertenecen que, para el 
caso concreto, será el SIDH. Este método tiene su raíz normativa en el artículo 
4 PSS – Prohibición de restricciones y en el artículo 29 CADH – Normas de in-
terpretación. Por un lado, el artículo 4 PSS dispone que “no podrá restringirse o 
menoscabarse ninguno de los derechos reconocidos o vigentes en un Estado en vir-

49 Corte IDH (2019), p. 46.
50 Courtis (2014), pp. 667-671. 
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tud de su legislación interna o de convenciones internacionales, a pretexto de que 
el presente Protocolo no los reconoce o los reconoce en menor grado”. Por otro lado, 
el artículo 29 CADH dispone que “ninguna disposición de la presente Convención 
puede ser interpretada en el sentido de “b) limitar el goce y ejercicio de cualquier 
derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquie-
ra de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de 
dichos Estados” y, “d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la 
misma naturaleza”.

 En suma, la interpretación sistemática prohíbe a los Estados parte en la CADH 
y en el PSS que restrinjan el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad reco-
nocido en disposiciones normativas de carácter nacional o internacional con el 
pretexto de que la CADH o el Protocolo de San Salvador (PSS) no los reconoce 
o los reconoce en menor grado. Al tenor de esta interpretación, la limitación a la 
competencia material de la Corte IDH contenida en el artículo 19.6 PSS deberá 
ser descartada, pues “este Protocolo no establece ninguna disposición cuya inten-
ción fuera limitar el alcance de la Convención Americana”51.

 Adicionalmente, la interpretación sistemática prohíbe a los Estados parte 
que excluyan o limiten los efectos que puedan producir instrumentos del dere-
cho blando como la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hom-
bre y otros actos internacionales de la misma naturaleza, ya que “resulta claro 
interpretar que la Convención Americana incorporó en su catálogo de derechos 
protegidos los denominados [DESCA], a través de una derivación de las normas 
reconocidas en la Carta de la [OEA]”52. Es prudente destacar que, en esta catego-
ría normativa encajan la Carta de la OEA, la Carta Social de las Américas y otras 
Declaraciones y Cartas alusivas a la protección del derecho a un medio ambiente 
sano y otros derechos humanos o DESCA ratificados por los Estados parte, que 
pueden ser utilizadas para interpretar y dotar de contenido jurídico el derecho a 
un medio ambiente sano.

 3.3.2. Interpretación teleológica. De conformidad con este método, las normas 
deben ser interpretadas en función de su telos. Esta interpretación parte desde los 
preámbulos de la CADH y el PSS que definen los objetivos de ambos tratados. 
Tenemos que el preámbulo de la CADH dispone que “sólo puede realizarse el ideal 

51 Macaulay (2012), p. 3.
52 Corte IDH, serie C n° 349, 8 de marzo de 2018
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del ser humano libre, exento del temor y […] miseria, si se crean condiciones que 
permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, 
tanto como de sus derechos civiles y políticos”. Después, observamos que el preám-
bulo del PSS considera: 

“La estrecha relación que existe entre la vigencia de los derechos económicos, sociales 
y culturales y la de los derechos civiles y políticos, por cuanto las diferentes categorías de 
derechos constituyen un todo indisoluble que encuentra su base en el reconocimiento 
de la dignidad de la persona humana, por lo cual exigen una tutela y promoción per-
manente con el objeto de lograr su vigencia plena, sin que jamás pueda justificarse la 
violación de unos en aras de la realización de otros”.

 En ambos preámbulos se evidencia textualmente la voluntad de reconocer y 
proteger tanto a los derechos civiles y políticos como a los DESCA. Por ello, con 
base en una interpretación teleológica y evolutiva de ambos tratados, es imposible 
negar la vinculatoriedad de ambas categorías de derechos para los Estados parte 
en ellos. En este sentido, el exjuez Mac-Gregor se pronunció en el caso Suarez 
Peralta Vs. Ecuador Vs. Ecuador sobre la posibilidad de derivar el derecho a la 
salud con base en la constitución del Estado de Ecuador, a fin de hacer exigible el 
derecho a la salud como derecho autónomo en los siguientes términos:

“La necesaria interpretación evolutiva del artículo 26 de la Convención Americana 
debe también derivarse del pleno reconocimiento constitucional de la protección del de-
recho a la salud, como derecho social, en muchas de las constituciones a manera de 
tendencia regional; tendencia que también se aprecia en la evolución jurisprudencial 
que han realizado las altas jurisdicciones nacionales, al otorgar efectividad a este dere-
cho social, en algunas ocasiones incluso de manera directa y no sólo en conexión con los 
derechos civiles y políticos”53.

 Posteriormente, los jueces Caldas & Mac-Gregor expresaron en un voto con-
junto en el caso Canales Huapaya y Otros Vs. Perú lo siguiente en relación con la 
exigibilidad directa y autónoma de otro DESCA, el derecho al trabajo:

“En suma, es claro que la Corte no podía declarar la violación del derecho al trabajo 
en el marco del Protocolo de San Salvador, porque así se advierte de la literalidad del 
artículo 19.6 del mismo. Sin embargo, es posible entender entonces al Protocolo de 
San Salvador como uno de los referentes interpretativos sobre el alcance del derecho 

53 Corte IDH, serie C n° 261, de 21 de mayo de 2013.
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al trabajo que protege el artículo 26 de la Convención Americana. El Protocolo Adi-
cional, a la luz del corpus juris de derechos humanos, ilustra sobre el contenido que 
deben tener las obligaciones de respeto y garantía respecto a este derecho. Es decir, 
el Protocolo de San Salvador orienta sobre la aplicación que corresponde del artículo 
26 en conjunto con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del Pacto de 
San José, en el marco de la práctica constante de este Tribunal de utilizar distintos 
instrumentos y fuentes internacionales más allá del Pacto de San José para definir los 
contenidos e incluso ampliar los alcances de los derechos previstos en la Convención 
Americana y precisar las obligaciones de los Estados, en tanto dichos instrumentos y 
fuentes internacionales forman parte de un muy comprensivo corpus iuris internacio-
nal en la materia, utilizando, también el Protocolo de San Salvador”54.

 Esta tendencia hacia la derivación de derechos de la legislación interna de 
los Estados parte fue reiterada posteriormente por Mac-Gregor en el caso Gon-
záles Lluy y Otros Vs. Ecuador, quien, a su vez, reiteró lo expresado por Caldas & 
Mac-Gregor en el caso Canales Huapaya y Otros Vs. Perú55. Esta vez, Mac-Gregor 
sostuvo que, el derecho a la salud debió haber sido invocado como un derecho 
autónomo e independiente a los derechos a la vida e integridad física, y que debió 
ser analizado en el marco de las obligaciones específicas derivadas del artículo 26 
CADH en relación con las obligaciones generales de los artículos 1.1 y 2 CADH 
ya que este derecho era reconocido como derecho autónomo en el marco consti-
tucional de aquel Estado. Este voto concurrente es de suma importancia, pues a 
él se adhirieron con posterioridad los jueces Caldas y Ventura, cuestión que fue 
indispensable para la concreción del cambio jurisprudencial de la Corte IDH en 
relación con la exigibilidad directa de los DESCA.

 En aquellas ocasiones, los jueces Mac-Gregor y Caldas trajeron a colación el 
desarrollo jurisprudencial y la tendencia de los Estados Parte hacia el reconoci-
miento autónomo e individual de algunos DESCA, a fin de poder derivar estos 
derechos como parte del contenido normativo del artículo 26 CADH. Posterior-
mente, la Corte IDH sostuvo en el caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile que: 

“De conformidad con una interpretación sistemática, teleológica y evolutiva, la Corte 
ha recurrido al corpus iuris internacional y nacional en la materia para dar contenido 
específico al alcance de los derechos tutelados por la convención, a fin de derivar el al-
cance de las obligaciones específicas de cada derecho”56.

54 Corte IDH, serie C n° 296, 24 de junio de 2015.
55 Corte IDH, serie C n° 298, de 1 de septiembre de 2015.
56 Corte IDH, serie C n° 349, de 8 de marzo de 2018.
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 De este modo, la Corte IDH puede recurrir al derecho nacional de los Estados 
parte para derivar derechos y dar contenido a las obligaciones emanadas de los 
artículos 1, 2 y 26 convencionales. Esta teoría es respaldada por el artículo 25.1 de 
la CADH que dispone el derecho a “un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro 
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos 
que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención”. 

 En este sentido, es menester resaltar que existe un amplio reconocimiento del 
derecho al medio ambiente sano en múltiples constituciones de los Estados parte 
en la CADH57.

 En virtud de lo expuesto, se concluye que el derecho al medio ambiente sano 
y otros DESCA podrán ser exigidos en el plano jurisdiccional del SIDH si se en-
cuentran consagrados en cualquier disposición normativa de rango legal o cons-
titucional de un Estado parte en la CADH y el PSS, pues el artículo 25.1 Conven-
cional, así lo permite a sus usuarios. 

4. Obligaciones estatales derivadas del derecho a un medio ambiente 
sano y el derecho a la protección contra el desplazamiento por causas 
medioambientales

El derecho a un medioambiente sano tiene su antecedente más remoto en el artí-
culo 12.2.b del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les (PIDESC). En dicho artículo, el derecho a un medio ambiente sano se estipula 
como un requisito indispensable para lograr el derecho “al disfrute del más alto 
nivel posible de salud física y mental”. El Comité de Derechos Económicos Socia-
les y culturales CESCR precisó en su Observación General N° 14 que entiende al 
derecho a la salud:

“Como un derecho inclusivo que no sólo abarca la atención de salud oportuna y apro-

57 (i) Constitución de la Nación Argentina, art. 41; (ii) Constitución Política del Estado de Bolivia, art. 33; 
(iii) Constitución de la República Federativa del Brasil, art. 225; (iv) Constitución Política de la República de 
Chile, art. 19; (v) Constitución Política de Colombia, art. 79; (vi) Constitución Política de Costa Rica, art. 50; 
(vii) Constitución de la República del Ecuador, art. 14; (viii) Constitución de la República de El Salvador, art. 
117; (ix) Constitución Política de la República de Guatemala, art. 97; (x) Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, art. 4; (xi) Constitución Política de Nicaragua, art. 60; (xii) Constitución Política de la 
República de Panamá, arts. 118 y 119; (xiii) Constitución Nacional de la República de Paraguay, art. 7; (xiv) 
Constitución Política del Perú, art. 2; (xv) Constitución de la República Dominicana, arts. 66 y 67, y (xvi) 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, art. 127. 
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piada sino también los principales factores determinantes de la salud, como el acceso al 
agua limpia potable y a condiciones sanitarias adecuadas, el suministro adecuado de 
alimentos sanos, una nutrición adecuada, una vivienda adecuada, condiciones sanas en 
el trabajo y el medio ambiente, y acceso a la educación e información sobre cuestiones 
relacionadas con la salud, incluida la salud sexual y reproductiva”58 (cursiva propia).

 En el mismo documento, el CESCR profundizó la información relativa al de-
recho a un medio ambiente sano en los siguientes términos:

“El mejoramiento de todos los aspectos de la higiene ambiental e industrial” (apar-
tado b) del párrafo 2 del artículo 12) entraña, en particular, la adopción de medidas 
preventivas en lo que respecta a los accidentes laborales y enfermedades profesionales; la 
necesidad de velar por el suministro adecuado de agua limpia potable y la creación de 
condiciones sanitarias básicas; la prevención y reducción de la exposición de la pobla-
ción a sustancias nocivas tales como radiaciones y sustancias químicas nocivas u otros 
factores ambientales perjudiciales que afectan directa o indirectamente a la salud de los 
seres humanos” (p. 5) […] “Los Estados también tienen la obligación de adoptar medidas 
contra los peligros que para la salud representan la contaminación del medio ambiente y 
las enfermedades profesionales”59.

 Por otro lado, en el contexto interamericano, el artículo 11 del PSS reconoce 
el derecho de toda persona a “vivir en un medio ambiente sano y a contar con 
servicios públicos básicos”. Aunque este derecho está consagrado explícitamente 
en un tratado vinculante y ha sido reconocido por la Corte IDH como un derecho 
que “debe considerarse incluido entre los derechos económicos, sociales y culturales 
protegidos por el artículo 26 de la Convención Americana”60, las dudas sobre su exi-
gibilidad persisten. Primero, porque para algunos jueces como Sierra, Vio Grossi 
y Pérez, la limitación a la competencia material contenida en el artículo 19.6 del 
PSS impide que la Corte IDH conozca de DESCA diferentes a los derechos sindi-
cales y a la educación y, segundo, porque el método de derivación de derechos del 
artículo 26 CADH resulta incongruente para el reconocimiento del derecho a un 
medio ambiente sano debido a que este derecho no se encuentra estipulado ni en 
la Carta de la OEA ni en la Declaración Americana, cuestión que imposibilita su 
derivación a partir de aquellos instrumentos. 

58 CESCR (2000), p. 3.
59 CESCR (2000), p. 10.
60 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23-17, de 15 de noviembre de 2017. P. 26
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 Pese a ello, este Tribunal se ha pronunciado sobre el derecho al medio ambien-
te sano y su relación con otros derechos en casos sobre derechos territoriales de 
pueblos indígenas y tribales como el de las Comunidades Indígenas Yakye Axa61, 
Sawhoyamaxa62 y, Xákmok Kásek Vs. Paraguay 63, Kichwa de Sarayaku Vs. Ecua-
dor64 y, el de los Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam65. En tal sentido, la Corte 
IDH dispuso en su OC - 23/17 que como consecuencia de la estrecha conexión 
entre la protección del medio ambiente, el desarrollo sostenible y los derechos hu-
manos, actualmente:

(i) Múltiples sistemas de protección de derechos humanos reconocen el de-
recho al medio ambiente sano como un derecho en sí mismo, particularmente 
el sistema interamericano de derechos humanos, a la vez que no hay duda que 
(ii) otros múltiples derechos humanos son vulnerables a la degradación del me-
dio ambiente, todo lo cual conlleva una serie de obligaciones ambientales de los 
Estados a efectos del cumplimiento de sus obligaciones de respeto y garantía de 
estos derechos. Precisamente, otra consecuencia de la interdependencia e indivi-
sibilidad entre los derechos humanos y la protección del medio ambiente es que, 
en la determinación de estas obligaciones estatales, la Corte puede hacer uso de 
los principios, derechos y obligaciones del derecho ambiental internacional, los 
cuales como parte del corpus iuris internacional contribuyen en forma decisiva a 
fijar el alcance de las obligaciones derivadas de la Convención Americana en esta 
materia66.

 La jurisprudencia interamericana también ha reconocido “la existencia de 
una relación innegable entre la protección del medio ambiente y la realización de 
otros derechos humanos, en tanto la degradación ambiental y los efectos adversos 
del cambio climático afectan el goce efectivo de los derechos humanos” (Corte IDH, 
2009a, p. 47). Igualmente, ha entendido el derecho a un medio ambiente sano 
como un derecho conexo a otros derechos humanos. Sobre este aspecto, la Corte 
IDH clasificó así los derechos que se vinculan especialmente al medio ambiente: 

“i) los derechos cuyo disfrute es particularmente vulnerable a la degradación del medio 

61 Corte IDH, Rol N° 12.313, de 17 de junio de 2005.
62 Corte IDH, Rol N° 0322/2001, de 29 de marzo de 2006.
63 Corte IDH, Rol N° 11/03, de 24 de agosto de 2010.
64 Corte IDH, Rol N° 62/04, de 27 de junio de 2012.
65 Corte IDH, Rol N° 76/07, de 25 de noviembre 2015.
66 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23-17, de 15 de noviembre de 2017, p. 25-26.
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ambiente, también identificados como derechos sustantivos (por ejemplo, los derechos 
a la vida, a la integridad personal, a la salud o a la propiedad), y ii) los derechos cuyo 
ejercicio respalda una mejor formulación de políticas ambientales, también identifica-
dos como derechos de procedimiento (tales como derechos a la libertad de expresión y 
asociación, a la información, a la participación en la toma de decisiones y a un recurso 
efectivo)”67. 

 La Corte IDH también expuso que, entre los derechos sustantivos se encuen-
tran los derechos a la vida, la integridad personal, la vida privada, la seguridad, 
la salud, el agua, la alimentación, la vivienda, la participación en la vida cultural, 
la propiedad privada y el derecho a no ser desplazado forzosamente. En relación 
con este último derecho, también destacó el derecho a la paz, “puesto que los des-
plazamientos causados por el deterioro del medio ambiente con frecuencia desatan 
conflictos violentos entre la población desplazada y la instalada en el territorio al 
que se desplaza”68.

 En tal sentido, la Corte IDH precisó que los derechos sustantivos de las pobla-
ciones vulnerables pueden ser afectados con mayor intensidad, razón por la cual, 
con base en “la normativa internacional de derechos humanos, los Estados están 
jurídicamente obligados a hacer frente a esas vulnerabilidades, de conformidad con 
el principio de igualdad y no discriminación”69. La Corte IDH también fijó en su 
OC - 23/17 que, “el ejercicio del derecho al medio ambiente sano debe guiarse por los 
criterios de disponibilidad, accesibilidad, sostenibilidad, aceptabilidad y adaptabili-
dad, común a otros derechos económicos, sociales y culturales”70.

 Ahora, desde el derecho comparado del sistema universal de derechos huma-
nos y el SIDH, se traen a colación las siguientes obligaciones estatales derivadas 
del derecho “al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental” y el 
derecho a “a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos  
básicos”, de conformidad con lo estipulado por el CESCR y la Corte IDH y aplica-
ble a todos los DESCA del PIDESC y del PSS:

4.1. Obligación de adoptar medidas generales de manera progresiva:
 Significa que “los Estados parte tienen la obligación concreta y constante de 

avanzar lo más expedita y eficazmente posible hacia la plena efectividad de los DES-

67 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23-17, de 15 de noviembre de 2017, p. 29.
68 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23-17, de 15 de noviembre de 2017, p. 31.
69 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23-17, de 15 de noviembre de 2017, p. 31.
70 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23-17, de 15 de noviembre de 2017. P. 28.
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CA” de donde se desprende “la obligación de no regresividad frente a la realización 
de los derechos alcanzados”71.

 En este sentido, Courtis agrega que, la noción de progresividad implica la obli-
gación de avanzar lo más expedita y eficazmente posible72 hacia la plena efectivi-
dad de los DESCA y la prohibición de adoptar medidas regresivas. Desde otro pun-
to de vista, Hoyos dispone que, al establecerse como parámetro esta prohibición, 
habría lugar a cuatro situaciones: (i) la de regresión; (ii) la de estancamiento; (iii) 
la de progreso insuficiente y; (iv) la de progreso suficiente, de las cuales, sólo ésta 
última estaría conforme con las obligaciones del PIDESC y análogamente, con las 
de la CADH. 

 El CESCR afirma que, el concepto de progresiva efectividad “constituye un 
reconocimiento del hecho de que la plena efectividad de todos los DESC[A] no podrá 
lograrse en un breve período de tiempo”73, por lo que se requerirá de “la adopción 
de medidas de forma paulatina, expedita y lo más eficaz posible, inmersas en 
un contexto de administración de escasos recursos, priorización de objetivos y 
aprovechamiento pleno del máximo de los recursos de que se disponga”74. El mis-
mo autor aclara que, aunque parezca prima facie, que la noción de progresividad 
otorgase a los Estados un margen de apreciación amplio, no es ese el sentido que 
el CESCR le ha otorgado.

 La prohibición de regresividad debe ser entendida como el impedimento de 
los Estados para adoptar medidas deliberadamente regresivas o que empeoren el 
nivel de goce de un derecho. Este veto fue reiterado por la Comisión en su Infor-
me de Admisibilidad y Fondo No. 38/09 - Asociación Nacional de Ex Servidores del 
Instituto Peruano de Seguridad Social y Otras Vs. Perú y, por la Corte IDH (2009b) 
en el Caso Acevedo Buendía y otros Vs. Perú.75 

4.1. Obligación de adoptar medidas de carácter inmediato

Implica adoptar medidas eficaces, adecuadas, deliberadas y concretas a fin de ga-
rantizar el acceso y plena realización sin discriminación a las prestaciones reco-

71 Corte IDH, serie C n° 349, de 8 de marzo de 2018.
72 Courtis (2014), p. 673.
73 CESCR (1990), parr. 9. 
74 Courtis (2014), pp. 672-673.
75 Corte IDH, Rol N° 47/02, de 1 de julio de 2009.
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nocidas para cada derecho76. Según lo estipulado por el CESCR, las obligaciones 
con efectos inmediatos incluyen: (I) la obligación de adoptar medidas: dentro de 
las que se destacan la adecuación del marco legal a las disposiciones del PIDESC, 
el otorgamiento de información al CESCR a través de los informes periódicos de 
los Estados Parte, la vigilancia efectiva, la formulación de un plan que busque la 
adopción de las medidas consideradas como adecuadas, y la provisión de recur-
sos efectivos, entre ellos los judiciales; (II) la prohibición de discriminación, y (iii) 
el aseguramiento de niveles esenciales de los DESCA.

4.2. Obligación de respetar

 Exige que los Estados se abstengan de impedir o injerir negativamente directa 
o indirectamente en el disfrute del derecho a la salud y al medio ambiente sano.

4.3. Obligación de proteger

Requiere que los Estados adopten medidas de cualquier índole, a fin de impedir 
que terceros interfieran en el goce del derecho a la salud y al medio ambiente 
sano; por ejemplo, proteger a las poblaciones más vulnerables contra el desplaza-
miento por cambios y daños medioambientales.77 

4.4. Obligación de prevenir

Implica que los Estados adopten medidas preventivas para: (i) velar por el su-
ministro adecuado de recursos naturales como el agua potable y el aire limpio; 
(ii) reducir la exposición a factores medioambientales perjudiciales como la ra-
diación o sustancias químicas nocivas para la salud humana; (iii) minimizar los 
peligros que representan la contaminación del medio ambiente para la salud, (iv) 
evitar el desplazamiento por causas medioambientales y, en general, (v) evitar que 
las actividades desarrolladas en su territorio o bajo su control afecten los derechos 
a la salud y medio ambiente de las personas dentro o fuera de su territorio78.

76 Corte IDH, Rol N° 13/09, de 8 de marzo de 2018.
77 CESCR (2000).
78 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23-17, de 15 de noviembre de 2017.
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4.5. Obligación de cumplir

Requiere que los Estados adopten medidas apropiadas y de cualquier índole como 
las de carácter legislativo, administrativo, presupuestario o judicial para dar plena 
efectividad al derecho a la salud. Esta obligación comprende a su vez la obligación 
de facilitar, proporcionar y promover el goce de un medioambiente sano para 
evitar afectaciones en el derecho a la salud de las personas. 

4.6. Obligaciones frente a daños transfronterizos

La Corte IDH precisó que, el concepto de jurisdicción de un Estado no está li-
mitado a su espacio territorial y, que “a efectos de las obligaciones de derechos hu-
manos de la Convención Americana, además de las conductas extraterritoriales, 
también puede abarcar las actividades de un Estado que causan efectos fuera de su 
territorio”. En tal sentido, la Corte IDH dispuso que muchas afectaciones al medio 
ambiente entrañan daños transfronterizos y que “la contaminación de un país pue-
de convertirse en el problema de derechos ambientales y humanos de otro, en par-
ticular cuando los medios contaminantes, como el aire y el agua, cruzan fácilmente 
las fronteras”79. 

 Sobre este aspecto, la Corte IDH precisó que “el derecho internacional exige 
a los Estados una serie de obligaciones frente a la posibilidad de daños ambienta-
les que traspasen las fronteras de un particular Estado”80 y que “el ejercicio de la 
jurisdicción por parte de un Estado acarrea su responsabilidad por las conductas 
que le sean atribuibles y que se aleguen violatorias de los derechos consagrados en 
la Convención Americana”81. En tal sentido, la CIJ determinó que a los Estados 
les asisten las siguientes obligaciones derivadas del corpus iuris internacional en 
materia de medio ambiente: (i) “velar por que las actividades realizadas dentro 
de su jurisdicción o bajo su control no dañen el medio ambiente de otros Estados 
o zonas que estén fuera de su jurisdicción nacional” y, (ii) “usar todos los medios 
a su disposición para evitar que actividades que tienen lugar en su territorio, o en 
cualquier área bajo su jurisdicción, causen un daño significativo al medio ambiente 
de otro Estado” 82.

79 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23-17, de 15 de noviembre de 2017, pp. 42-43.
80 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23-17, de 15 de noviembre de 2017, p. 43.
81 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23-17, de 15 de noviembre de 2017, p. 45.
82 CIJ (1996), p. 18.
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 En virtud de lo expuesto, se concluye que, cualquier Estado parte en la CADH 
podrá ser condenado internacionalmente si incumple cualquiera de sus obliga-
ciones estatales, ya sean, las obligaciones generales de respeto y garantía sin dis-
criminación o, cualquiera de las obligaciones específicas en materia DESCA y 
medioambiental si dentro de su marco legal o constitucional se reconoce el dere-
cho a un medioambiente sano.

5. Conclusiones

La principal conclusión es que los Estados parte en el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos, tienen la obligación derivada del derecho a un medioam-
biente sano de proteger a las personas o comunidades víctimas de desplazamiento 
por causas medioambientales y que el Sistema Interamericano tiene competencia 
para judicializar el incumplimiento de este deber. 

En virtud de lo expuesto, es dable concluir además que: (I) es necesario que los 
Estados parte en la CADH reconozcan el estatus general de desplazamiento por 
causas medioambientales; (II) que, aunque el método de derivación del artículo 
26 de la CADH resulta insuficiente para lograr la derivación del derecho al medio 
ambiente sano en el marco del SIDH debido a que este no se encuentra consagra-
do en forma de objetivos o de políticas públicas ni en la Carta de la OEA ni en 
la Declaración Americana; (III) el derecho al medio ambiente sano y cualquier 
DESCA podrán ser exigidos en el escenario jurisdiccional del SIDH con base en 
el artículo 25.1 de la CADH, que permite derivar derechos del marco legal o cons-
titucional de cualquier Estado parte en la CADH; (IV) que del derecho al medio 
ambiente sano se desprende la obligación y el derecho a estar protegido contra el 
desplazamiento por causas medioambientales y, (V) la vulneración de las obliga-
ciones generales de respeto y garantía, así como de las obligaciones específicas en 
materia DESCA y medioambiental pueden acarrear una condena internacional 
en perjuicio de cualquier Estado parte en la CADH que reconozca en su legisla-
ción interna el derecho a un medio ambiente sano.
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